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Acta N° 287 de julio 1º de 2009
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 25 de abril de 2008 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ejecutivo que a la Compañía de Seguros Bolivar S.A. le promovió Luz Marina Arango Cardona.
ANTECEDENTES
Solicitó la ejecutante que se librara mandamiento de pago en su favor y en contra de la sociedad demandada por suma de cincuenta millones de pesos ($50’000.000,oo) por concepto de capital, contenida en la Póliza de Seguros Número 50000-1142313 y por intereses de mora sobre dicha suma desde el 28 de marzo de 2003 y hasta que se realice el pago total de la obligación; además, que se le condenara en costas.

Para así pedir, expuso, en síntesis, que el 29 de agosto de 2002 el Banco Davivienda con la póliza GR 50000-1142313 tomó con la Compañía de Seguros Bolivar S.A. un seguro de vida por valor de $50’000.000; cuyo asegurado principal fue el señor Héctor Enrique Vélez Beltrán quien la designó como única beneficiaria; que el contrato tendría vigencia de un año a partir del 29 de agosto de 2002; que el día 11 de enero de 2003 falleció el señor Vélez Beltrán y el 27 de febrero de ese mismo año, en su calidad de beneficiaria del referido seguro, presentó ante la compañía la reclamación para el pago de la correspondiente indemnización aparejada de los documentos a que se contrae el artículo 1077 del Código de Comercio, pero no hubo pronunciamiento alguno de  parte de la aseguradora a la que se requirió para que diera respuesta y argumentó que se abstendría de efectuar pago alguno hasta tanto fuera definida la investigación que la Fiscalía 25 delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas adelantaba por el presunto delito de homicidio del señor Héctor Enrique Vélez; que el 2 de mayo de 2004 la fiscalía le expidió una constancia de la que se concluía que no era imputada dentro de la investigación penal del caso y que fue conocida por la aseguradora; que ante la renuencia para el pago se solicitó la devolución de la póliza y que de conformidad con el artículo 1053 del C.Co. , modificado por la Ley 45 de 1990, artículo 80, la misma presta mérito ejecutivo.

Se libró la orden de pago deprecada con auto del 15 de septiembre de 2004; enterada la parte ejecutada, por medio de apoderado judicial se pronunció sobre los hechos, se opuso a las pretensiones y presentó la excepciones perentorias que nominó “FALTA DE REQUISITOS LEGALES PARA CONFIGURAR EL TÍTULO EJECUTIVO”, “MALA FE EN LA RECLAMACIÓN”, y “COBRO DE LO NO DEBIDO DENTRO DE ESTE PROCESO” basadas, la primera, en que no se presentaron todos los anexos legales exigidos al aviso del siniestro en los términos del artículo 1077 del C.Co.; la segunda, en que nunca se formalizó la reclamación; y la tercera, en que si no se le ha formalizado la susodicha reclamación  y existiendo una orden perentoria de la Fiscalía 25 desde mayo 18 de 2003 que prohíbe continuar con el trámite de la misma, no puede ir la compañía en contra de una orden de tal magnitud.

Impulsada la instancia en todas sus etapas, con alegaciones de la parte ejecutada, previo decreto de una prueba de oficio y reanudada luego de una prejudicialidad, se le puso fin mediante fallo del 25 de abril que se abstuvo de seguir adelante la ejecución y condenó en costas a la demandante. Para tal resolución el juzgado ubicó el asunto dentro del contexto que señala el artículo 1053 del C.Co. e indicó que el documento aportado como base de ejecución correspondía a un denominado título ejecutivo compuesto, por lo que debía estar acompañado de la pruebas que acreditaran que con la reclamación se demostró la existencia del siniestro y su cuantía, pero al momento de presentar el formato de declaración no se acompañó el registro civil de defunción del causante Vélez Beltrán, que expide la Registraduría Nacional del Estado Civil, para probar la ocurrencia de ese primer hecho, lo que no se suple con el que se anexó con la demanda.

Esa resolución dejó inconforme a la ejecutante que apeló porque para ella el juzgado partió de una mera suposición, porque la compañía en ningún momento hizo referencia a la carencia de ese requisito y, por el contrario, de la contestación a la demanda y de otros documentos emitidos con antelación a la promoción del libelo se desprende que ante la aseguradora sí se acreditó la existencia del siniestro; tan cierto es ello, afirma,  que la compañía al contestar el hecho cuarto de la demanda reconoció que sí tuvo conocimiento de ello  fue y fue tan amplio que hasta declaró que la muerte fue violenta y relacionó el despacho judicial a cargo de la investigación, así que se trata de una confesión plenamente válida; también adujo que la compañía manifestó que se abstendría de efectuar el pago por orden de la fiscalía, pero en ningún momento, insiste, controvirtió las afirmaciones del reclamante con respecto a la documentación presentada.

Consideró, finalmente, que la demanda se ajusta a los parámetros establecidos en el artículo 1053 del Código de Comercio porque pese a que la reclamación se efectuó aparejada de todos los documentos requeridos, la parte demandada no la objetó  dentro del mes siguiente, y esa circunstancia es la que permite acudir a la vía ejecutiva. 
La contraparte solicitó confirmar el fallo recurrido, porque, en efecto, no se presentó el anexo del que se viene haciendo referencia como puede observarse de la misma reclamación del 27 de febrero de 2003, en la que no aparece relacionado el mismo en el acápite  de anexos presentados, y que las divergencias presentadas se deben ventilar por medio de un proceso ordinario y no por el que se sigue; finalizó la intervención trayendo a colación algunos pormenores de la investigación penal seguida frente a la ejecutante.

Ahora es oportuno decidir, previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES





Ya que concurren los presupuestos procesales y no se incurrió en ninguna irregularidad que pueda invalidar lo actuado, la decisión será de fondo. 

   



Como es propio en procesos de esta estirpe, el juez de primer grado volvió sobre el análisis del título aportado como recaudo ejecutivo y en su valoración halló que en este caso no se cumplen los presupuestos para que los documentos allegados con la demanda presten mérito para continuar con la ejecución, porque cuando se trata del numeral 3° del artículo 1053 del C. de Comercio, no basta aportar la póliza, sino que se debe acompañar la prueba de que se reclamó y de que en ese momento se acreditó la existencia del siniestro y la cuantía, lo que no cumplió la demandante. Dispuso, en consecuencia, no seguir adelante con la ejecución. 
  



Esto, claro, causó inconformidad en la demandante que apeló y sustento su recurso en algunos puntos que en síntesis señalan que el 23 de febrero de 2003 se presentó la “reclamación” acompañada de la documentación requerida, lo que nunca fue replicado por la aseguradora, al contrario, de sus intervenciones anteriores y posteriores a la notificación de la demanda surge con evidencia que sí fueron entregados esos anexos, hecho que, además, fue confesado por la compañía cuando al contestar el hecho cuarto de la demanda dijo que había tenido conocimiento del siniestro; por último, señaló que en el requerimiento que se le hizo a la empresa (f. 23 y 24) se le recalcó que desde el 27 de febrero de 2003 se presentó toda la documentación y hubo en esta ocasión respuesta en el sentido de que no se efectuaba el pago por la orden recibida de la Fiscalía, no porque se controvirtieran las afirmaciones de la reclamante. 
  



Pues bien, en los términos del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil es posible demandar toda obligación que esté contenida, entre otros, en un documento que provenga del deudor y constituya prueba contra él, siempre que sea expresa, es decir, que esté determinada en el documento, clara, esto es, que los elementos que la integran sean fácilmente inteligibles tanto por quiénes aparecen como deudor y acreedor, como por lo que se debe, y exigible, o sea, que el plazo o la condición bajo la cual se contrajo la obligación se venció o se cumplió.
    



Y en no pocos casos, ese título no está constituido por un solo documento sino por varios, es decir, se torna complejo, evento en el cual, es menester integrarlo adecuadamente para que pueda servir de recaudo en la ejecución.  
  



Si se trata, como aquí, de una póliza de seguro, establece el artículo 1053 del C. Co., modificado por el 80 de la ley 45 de 1990, que ella prestará mérito ejecutivo contra el asegurador, por sí sola, en varios casos, entre ellos (numeral 3°), cuando “Transcurrido un mes contado a partir del día en el cual el asegurado o el beneficiario o quien los represente entregue al asegurador la reclamación aparejada de los documentos que, según las condiciones de la correspondiente póliza, sean indispensables para acreditar los requisitos del artículo 1077, sin que dicha reclamación sea objetada de manera seria y fundada.  Si la reclamación no hubiere sido objetada, el demandante deberá manifestar tal circunstancia en la demanda.”  




Quiere decir que cuando de una ejecución por esta vía se trata, las condiciones del artículo 488, particularmente las de claridad y exigibilidad, las otorga la misma ley, siempre que se cumplan los aludidos requisitos y que se acompañen a la demanda los documentos que acrediten que se agotó aquél procedimiento.




En últimas, pues, ese título complejo se conforma siempre que se logre demostrar la existencia del contrato de seguro, mediante la póliza correspondiente, que se hizo la reclamación respectiva y que esta estuvo acompañada de los documentos indispensables para acreditar los requisitos del artículo 1077 del Código de Comercio.

   



Por ello es que el artículo 1053 del estatuto mercantil no puede mirarse aisladamente, sino en conjunción con otras normas, como el 1077 citado, que dispone en su inciso primero que “Corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de la pérdida si fuere el caso…”.  Si fuere el caso, dice la norma, porque en lo que toca con un seguro de vida, ocurrido el siniestro vendrá el pago de la suma asegurada, de manera que no será menester acreditar la cuantía, pero sí el siniestro. 

   



Precisamente, lo que señala aquél artículo 1053 es que con la reclamación se tienen que aportar los documentos que, según las condiciones de la correspondiente póliza, sean indispensables para acreditar el siniestro.  De manera que para abordar lo que es materia de disentimiento, precisa la Sala establecer una distinción entre dos cosas: la reclamación propiamente dicha  y los anexos que deben aportarse. 
  



Aquella, la reclamación, se erige como una especie de carga del asegurado o el beneficiario para el momento en que ocurre el siniestro, pues de su ejercico depende el pago de la indemnización que se pretende, en particular si se quiere acudir a la vía ejecutiva, entendiendo por reclamación, concretamente la petición que se le hace al asegurador respecto del pago de la indemnización, acompañada de las pruebas del siniestro y de la cuantía de la pérdida.  Tiene dicho la jurisprudencia 
 que: 

“…Vistas las cosas de este modo, conviene inferir que en el contrato de seguro la formulación de la reclamación junto con los comprobantes pertinentes destinada a demostrar la ocurrencia del siniestro, constituye una carga que se impone al asegurado para que obtenga la indemnización pactada en el contrato, perspectiva desde la cual puede decirse sin vacilaciones que se trata de un verdadero presupuesto de la mora del asegurador, pero sin que se pueda afirmar que este sufre algún menoscabo por su inejecución, pues el asegurado obra exclusivamente movido por la satisfacción de su propio interés. En síntesis la conducta del asegurado no se corresponde con un derecho del asegurador, sino que se ofrece como una condición indispensable para que se configure su mora.

Ciertamente, dispone el artículo 1077 del Código de Comercio que “corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de la pérdida, si fuere el caso...”, imposición esta que, de conformidad con lo prescrito por el artículo 1053 ejusdem, se cumple de manera extrajudicial mediante la entrega de la “reclamación aparejada de los comprobantes que, según las condiciones de la correspondiente póliza sean indispensables para acreditar los requisitos del artículo 1077”, y cuyo cumplimiento fluye en dos efectos particularmente trascendentes a saber: de un lado, el previsto en el artículo 80 de la Ley 45 de 1990, reformatorio del citado artículo 1053, en virtud del cual “la póliza prestará mérito ejecutivo contra el asegurador, por sí sola, en lo siguientes casos: ... 3. Transcurrido un mes contado a partir del día en el cual el asegurado o el beneficiario o quien los represente, entregue la reclamación...” sin que esta hubiere sido objetada de “manera seria y fundada”; y, de otra parte, el reglado por el artículo 1080 ibídem, según el cual el asegurador está obligado a efectuar el pago del siniestro dentro del mes siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario le acredite, aun extrajudicialmente, su derecho. Vencido este plazo, el asegurador reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, el interés allí previsto o, en su lugar, tendrán derecho a demandar la “indemnización de perjuicios causados por la mora del asegurador”.

Despréndese de lo dicho, entonces, que la aludida carga se erige como un presupuesto imprescindible tanto de la acción ejecutiva como de la mora de la entidad aseguradora, sin que, a su vez, pueda considerarse como una prestación del asegurado o beneficiario en favor de aquella.

  



Por su lado, la doctrina sostiene que, a diferencia del simple aviso del siniestro que prevé el artículo 1075 del C. de Comercio, la reclamación,

  


“…implica presentar las pruebas necesarias para demostrar plenamente la ocurrencia del siniestro y la cuantía de las pérdidas. Las pruebas que deben aportarse son las señaladas en la póliza, o, en caso de que en ella no se diga nada, las que usualmente deben allegarse ante un juez para demostrar determinado hecho, por ejemplo, las partidas civiles de defunción, nacimiento, matrimonio, comprobantes de contabilidad, etc,” 





Trasciende lo anterior en el caso que ocupa la atención de la Sala, porque la premisa básica de la demandante en el curso del proceso y ahora en la sustentación del recurso, es que con fecha del 27 de febrero de 2003 presentó la aludida reclamación a la compañía, acompañada de las pruebas que acreditaban el siniestro y para demostrarlo aportó la copia del documento que reposa a folio 21 del cuaderno principal. Y es allí, concretamente, donde radica el error, porque se trata de la “FORMA DR-027”, que constituye apenas una declaración del reclamante, como uno de los anexos que debían ser presentados con la reclamación misma, según se desprende de las condiciones generales de la póliza, en virtud de las cuales, la documentación básica requerida para el trámite de indemnizaciones, en el caso de muerte violenta, está constituida por la copia auténtica del registro civil de defunción, el “FORMULARIO DE DECLARACIÓN DEL RECLAMANTE (DR-027), la copia del registro de nacimiento o de la cédula del asegurado y la certificación de la Fiscalía en la que conste el tipo de muerte y el número de la cédula con que fue identificado el cuerpo (f. 17, c. 1). 
  



Entonces, tomando esta parte de la carátula en que están contenidas las condiciones generales del contrato como parte integral de las mismas, bien se ve que el formato aludido, el DR-027, es apenas un anexo propio de la reclamación, no la reclamación misma, en el que se dan a conocer las circunstancias del fallecimiento del asegurado.  Y si se analiza ese documento, no alude para nada a que con él se hubiesen allegado otros documentos, entre ellos, el registro civil de defunción del señor Héctor Enrique Vélez Beltrán, y no puede suponerse, como quiere la demandante, que sí cumplió con esa carga, supuesto que era deber suyo probar que lo hizo en el momento mismo de la reclamación. 

   



Ahora, contra el argumento que podría darse de que esas exigencias no se pueden tener en cuenta porque no están dentro del cuerpo mismo de las condiciones generales, bastaría acudir a la vigésima segunda de ellas, que no es más que la aplicación concreta del artículo 1077 citado, para ver que allí se impone la comprobación del siniestro, que en el caso de la muerte, no puede darse sino con el aludido registro civil de defunción, del que, se insiste, no se prueba con suficiencia que se hubiera aportado en el mes de febrero de 2003, lo que no se suple con el conocimiento que por otros medios hubiera podido tener la aseguradora, o de su silencio al momento de objetar la reclamación, sobre lo que adelante se hará referencia. 

   



En ese sentido, tuvo razón el juez de primera instancia al abstenerse de continuar con la ejecución, porque si, como viene de verse, el título en un caso como el de ahora debe ser complejo, porque además de la póliza debe demostrarse que se hizo la reclamación acompañada de los documentos que acreditaran el siniestro, y ello no se logró acreditar, el mandamiento ejecutivo tenía que decaer porque falta el presupuesto básico de la existencia de un título que preste mérito para mantenerlo. 

   



Y es que allí no para todo.  Lo que infiere la Sala de la lectura de los documentos allegados con la demanda es que si hubo una reclamación, ella fue la que se anuncia en el hecho 6 de la demanda, esto es, la que se remitió a la entidad el día 15 de mayo de 2003, cuya copia reposa a folios 23 y 24 del cuaderno principal, respecto de la cual tampoco se conoce que se hubieran aportado las pruebas tendientes a demostrar el siniestro a pesar de que allí se afirme lo contrario, porque ni en este último documento ni en el primero, es decir, la declaración del reclamante a que se aludió, se dejó constancia de anexo alguno; está el proceso, entonces, frente a la afirmación de cada una de las partes, la demandante en el sentido de que los allegó, la demandada sosteniendo lo contrario, y ya se dijo, la carga de la prueba radica en la primera de ellas.

  



Aún si se considerara que ese escrito del 15 de mayo constituía la reclamación formal, otra razón más habría para negarle el mérito ejecutivo que se le quiere dar a la póliza acercada con la demanda, que consiste en que el 26 de mayo de 2003 la compañía de seguros le informó al apoderado que representa los intereses de la demandante, que se abstendría de efectuar cualquier pago relacionado con aquella hasta tanto se definiera la investigación penal que se adelantaba por el presunto punible de homicidio en la humanidad del señor Héctor Enrique Vélez, porque así lo ordenó la Fiscalía General de la Nación. Y de que ello fue así existe la prueba a folio 8 del cuaderno 2, en el que reposa copia del oficio del 14 de mayo de aquél año dirigido por la Fiscalía 25 Delegada a la Jefe de Indemnizaciones de Seguros Bolivar en el que le informa de la investigación y de la presunta incursión en un falso testimonio, por lo que en cumplimiento del artículo 14 del Código Penal le ordenó que suspendiera el trámite correspondiente a la reclamación efectuada.
  



Quiere decir lo anterior que si el escrito del 15 de mayo pudiera tenerse como una reclamación, también la respuesta de la aseguradora equivaldría a una objeción por cierto justificada, y en consecuencia seria y fundada, ello, de entrada, le restaría mérito ejecutivo a la póliza por sí sola, porque el supuesto del que parte el numeral 3º del artículo 1053 la objeción no se ajuste a esas condiciones.
  



Por donde se mire la cuestión, entonces, la póliza carecía del mérito suficiente para iniciar de manera directa la demanda ejecutiva y, por tanto, fue acertada la decisión del juzgado que se confirmará.
En esta sede las costas correrán por cuenta del recurrente y a favor de la compañía demandada. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 25 de abril de 2008 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ejecutivo que a la Compañía de Seguros Bolivar S.A. le promovió Luz Marina Arango Cardona.

Costas a cargo de la demandante y a favor de la demandada. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                          CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS










� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 30 de septiembre de 2004, exp. 7142, M.P. Pedro Octavio Munar Cadena.





� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, Comentarios al contrato de seguro, Dupré, Bogotá, 2004, p. 309
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